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previo a un eventual y potestativo recurso contencioso-administrativo, se 
presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la información.  
 

2. La LTAIBG reconoce en su artículo 12 el derecho de todas las personas a 
acceder a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma 
norma, como “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o 
soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio 
de sus funciones”.  

 
Es decir, la LTAIBG reconoce y regula el derecho a acceder a información 
pública que esté en posesión del Organismo al que se dirige la solicitud bien 
porque él mismo la ha elaborado o porque la ha obtenido en el ejercicio de las 
funciones que tiene encomendadas.  
 

3. En primer lugar, debe hacerse una consideración especial sobre el plazo para 
reclamar de que dispone la interesada, que es de un mes desde que la 
Administración dicta Resolución o desde que finalizó el plazo legal para hacerlo 
(artículo 24.2 de LTAIBG).  

No obstante, es criterio de este Consejo de Transparencia, aprobado el 17 de 
febrero de 2016, que según una reiterada jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional -entre  otras, SSTC 6/1986, de 21 de enero, 204/1987, de 21 de 
diciembre, 188/2003, de 27 de octubre, 220/2003, de 15 de diciembre, 14/2006, 
de 16 de enero, 39/2006, de 13 de febrero, 186/2006, de 19 de junio, 
27/2007, de 12 de febrero, y 64/2007, de 27 de marzo-, asumida también por 
el Tribunal Supremo, resulta contrario al derecho a la tutela judicial efectiva la 
posibilidad de que una desestimación presunta adquiera firmeza. Esta doctrina 
se encuentra sistematizada en el Fundamento Jurídico 3 de la STC 3/2008, de 
21 de enero, a  tenor  del  cual  "[... ]  Conforme  a  esta  jurisprudencia  
constitucional, que comienza por subrayar que el silencio administrativo 
negativo es simplemente una ficción legal que responde a la finalidad de 
que el administrado pueda acceder a la vía judicial superando los efectos de 
inactividad de la Administración,  hemos  declarado  que,  frente  a  las  
desestimaciones  por silencio, el ciudadano no puede estar obligado a 
recurrir siempre y en todo caso,  so  pretexto  de  convertir  su  inactividad  en  
consentimiento  del  acto presunto,  imponiéndole  un  deber  de  diligencia  que  
sin  embargo  no  le  es exigible a la Administración  en el cumplimiento de 
su deber legal de dictar resolución expresa en todos los procedimientos. Bajo 
estas premisas, hemos concluido que deducir de ese comportamiento pasivo 
del interesado su consentimiento con el contenido de un acto administrativo 
presunto, en realidad nunca producido, negando al propio tiempo la posibilidad 
de reactivar el plazo de impugnación mediante la reiteración de la solicitud 
desatendida por la Administración,  supone   una  interpretación  que   no  
puede  calificarse  de razonable  -y menos  aún,  con  arreglo  al  principio  
pro  actione,  de  más favorable a la efectividad del derecho fundamental del art. 
24.1 CE-, al primar injustificadamente la inactividad de la ·Administración,  
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